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1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de alzada presentado por el señor Defensor del procesado LUIS EMILIO URREGO HIDALGO, contra el fallo de condena proferido el pasado dieciséis (16) de febrero de 2005 por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Bogotá D.C., mediante el cual lo declaró penalmente responsable en el delito de RECEPTACIÓN y le impuso pena de prisión de veintidós (22) meses, multa de diez (10) s.m.l.m.v. e inhabilitación de derechos y funciones públicas por igual lapso.

Es de anotar que el apoderado del coprocesado VICTOR HUGO TORRES FRANCO, interpuso recurso de apelación pero finalmente no lo sustentó. 

No se observan irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer la actuación.

Se actúa como Sala de Descongestión de conformidad con lo dispuesto por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.

2.- HECHOS 

Se concretaron así al momento de la acusación:
Fueron dados a conocer a la Fiscalía por el señor VICTOR MORENO HERRERA en denuncia de fecha diecisiete de febrero de mil novecientos noventa y nueve.

Según el denunciante, en meses anteriores a la fecha indicada importó unos repuestos para automotor por medio de una firma Argentina denominada DINO MATTIOLI. La nacionalización de la mercancía fue encomendada al señor EDUARDO AVILA, quien hizo todos los trámites con JOSÉ VARGAS, gerente de la compañía NAVEADUANAS.

Después de muchos inconvenientes finalmente el cuatro de febrero de mil novecientos noventa y siete -sic- fue informado que la mercancía había sido despachada de Cartagena hacia la ciudad de Bogotá en un vehículo de la empresa GRUPO NACIONAL DE TRANSPORTE LTDA. Sin que le hubiese sido entregada por haber sido hurtada en el trayecto hacia esta ciudad.

3.- IDENTIDAD 

Se trata de LUIS EMILIO URREGO HIDALGO, identificado con la cédula de ciudadanía NO 19’068.442, hijo de Luis María Urrego y María Margarita de Urrego (fallecidos), natural de Ubalá (Cundinamarca), donde nació el día 04 de abril de 1949, de estado civil casado con Esperanza Arciniegas, con grado de instrucción básica secundaria, de ocupación vendedor de repuestos para vehículos, se desempeña como Gerente de su propia empresa denominada PRECAR LTDA., residente en la calle 119 No 12-68 Apto. 501, barrio Santa Bárbara en Bogotá.

4.- CARGOS
La Fiscalía 144 Delegada de la Unidad Quinta de Delitos contra el Patrimonio Económico y la Fe Pública de la Capital de la República, calificó el mérito sumarial con Resolución de Acusación
 en contra de ambos procesados por el delito de RECEPTACIÓN, de conformidad con el artículo 177 de la Ley 100 de 1980 (Código Penal anterior).
Esta decisión fue objeto de apelación y el recurso lo desató la Fiscalía Veintidós Delegada ante el Tribunal Superior de Bogotá, autoridad que la confirmó.

5.- FALLO 

Conoció de la causa el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Bogotá D.C., quien luego del acto de Audiencia Pública decidió condenar
 a las dos personas comprometidas, a cuyo efecto argumentó que: (i) dio crédito a la denuncia del afectado, al testimonio de su señora esposa y a los resultados del allanamiento al almacén y bodega de la empresa propiedad de URREGO HIDALDO, a efectos de tener por acreditada la materialidad de la infracción; (ii) valoró positivamente los resultados obtenidos por los el grupo Antipiratería Terrestre y de los efectivos del DAS, en orden a establecer el paradero de la mercancía y todos los trámites de contratación seguidos con la misma; (iii) descalificó los argumentos exculpatorios de ambos indagados, al tacharlos de ilógicos e incomprensibles, lo que hacía pensar que se trataba de personas que sí sabían lo que estaba sucediendo.
Culminó su decisión con la imposición de una pena principal privativa de la libertad equivalente a veintidós (22) meses de prisión y multa de diez (10) s.m.l.m.v., la obligación de cancelar los perjuicios materiales por el equivalente a tres s.m.l.m.v. Les fue concedido el subrogado de la condena de ejecución condicional.
6.- RECURSO

Lo sustenta la defensa
, en:

- El Juez partió de meros supuestos para fundamentar el fallo de condena, pues sostuvo que su cliente “desde un comienzo detectó irregularidades en la factura”; pero esta aseveración no cuenta con un soporte probatorio. También está suponiendo, que la mercancía hurtada es la misma hallada en el almacén de su representado, puesto que a la investigación sólo se aportó una factura de importación de “cierta mercancía”.
- También aseguró el funcionario a quo, que “con el envío de la mercancía no se allegó una factura con todas las exigencias legales”, pero le reitera que es común en el mercado de repuestos automotores, que cuando se envía una mercancía entre proveedor y posible comprador, lo que se remite es una factura como la que aparece en el expediente. Ya con posterioridad el proveedor le envía una factura de cobro, esta sí con todos los requisitos exigidos por las normas de comercio.
- Hay que recordar que el señor TORRES FRANCO dio plazo para el pago de la mercancía, según la costumbre de los repuesteros; lo que hace que la operación efectuada por su cliente sea a todas luces legal, válida, sin fisuras que permitan dudar de su inocencia. Cosa diferente hubiese sido, si le hubieran entregado la mercancía SIN factura que la respalde.
- El hecho que la factura haya sido elaborada fraudulentamente por el señor TORRES FRANCO, como posteriormente lo admitió, no era asunto conocido por URREGO pues éste en realidad no estaba al tanto de su procedencia ilícita.
- Aclara que LUIS EMILIO URREGO no vende mercancías, quien vende es una persona jurídica denominada PRECAR LTDA. la cual está conformada por varios socios. Además, quien compra este tipo de mercancía o cualquiera otra, “lo máximo que puede exigir es una factura de compra, pero jamás una factura de nacionalización de dicha mercancía”.
- No comprende la razón para que el señor Juez caiga en el error de sostener que su defendido sí sabía del hurto de esos bienes, dado que “confió simplemente en el dicho de su colaborador MISAEL CHICUE”, cuando la realidad es que él se vino a enterar de esa anomalía únicamente cuando se realiza el allanamiento y la autoridad confisca la mercancía.
- Así las cosas, a su representado se le está condenando por una mera responsabilidad objetiva, pues él hizo todo lo que estaba a su alcance para obrar de manera correcta.
7.- Para resolver, se considera
Comenzará el Tribunal en esta ocasión, por hacer una radiografía de lo fáctico y de la prueba que obra en el plenario, para luego concretar lo que jurídicamente es relevante al delito que nos concita y cotejarlo con lo que en sana lógica se extrae de este averiguatorio en orden a confirmar o revocar la determinación adoptada en la primera instancia. Lo anterior, habida consideración a que la defensa en su recurso ha puesto en tela de juicio la responsabilidad declarada en el fallo.
El punto de partida, en lo fáctico, lo constituye un dato cierto e indiscutible consistente en que el denunciante VICTOR MORENO HERRERA es propietario del almacén AUTO ESPAÑA LTDA de la ciudad de Bogotá e importó al país unos repuestos para vehículos automotores vendidos y enviados por la firma DINO MATTIOLI S.A.I.C. de Argentina. Para cumplir ese cometido, se valió en la ciudad de Cartagena de los servicios del señor EDUARDO AVILA (a quien conoce de tiempo atrás), persona que hizo todos los trámites de nacionalización de dicha mercancía para enviarla a la ciudad de Bogotá por intermedio de la compañía NAVEADUANAS.

Inexplicablemente y luego de una serie de inconvenientes suscitados con el envío de las citadas piezas, el señor VICTOR MORENO HERRERA fue informado que su mercancía había sido despachada desde la ciudad de Cartagena en un vehículo de la Empresa GRUPO NACIONAL DE TRANSPORTE LTDA, mercancía que no fue entregada a su dueño en el lugar de destino (Bogotá) como quiera que fue hurtada en el trayecto.

Se supo en estas diligencias que el conductor del camión JOSE FRANCISCO GRANADOS formuló la respectiva denuncia por hurto, proceso penal que se adelanta en la ciudad de Bucaramanga (más propiamente en la Fiscalía local del Municipio de “La Esperanza” -Santander-).
Posteriormente, el afectado VICTOR MORENO HERRERA se enteró que en el almacén PRECAR LTDA ubicado cerca del almacén de su propiedad, se estaban ofreciendo en venta algunas partes de la mercancía extraviada (hurtada), misma que pudo reconocer no sólo él en su condición de directo ofendido, sino también su esposa, señora CLAUDIA RIVERA GUARÍN (fl. 75 C.O.I), quien labora en el almacén. Así lo pudieron establecer como quiera que los repuestos tenían unas características especiales que los hacían inconfundibles con otros similares; además, era imposible que esa compañía o almacén aledaño las importara a Colombia, dado que la firma AUTO ESPAÑA era la única autorizada en el país para introducir esta clase de mercancía. 

Contó la señora RIVERA GUARÍN, que envió a algunos de sus clientes con su propio dinero al almacén contiguo -PRECAR LTDA- (de propiedad de uno de los aquí acusados: LUIS EMILIO URREGO HIDALGO), con el fin de comprar uno de esos elementos y así constatar la información que tenían. Refirió la testigo que en efecto, allí se estaban vendiendo los susodichos repuestos de la casa fabricante DINO MATTIOLI de Argentina, para lo cual, el almacén PRECAR LTDA no expedía facturas, ni membretes, no cobraba IVA y sólo entregaba a los clientes una tarjeta del almacén con el valor escrito por el reverso. Como si fuera poco, al vender la mercancía le cambiaban el empaque original para que no fuera reconocida por sus verdaderos dueños.  

Comprobada esa situación, por intermedio de la Fiscalía 289 de la URI sede Centro se logró el allanamiento a dicho almacén PRECAR LTDA y a otra bodega perteneciente al mismo almacén -también de propiedad del procesado LUIS EMILIO URREGO HIDALGO-, donde efectivamente se encontró parte de la mercancía hurtada a AUTO ESPAÑA de propiedad del señor VICTOR MORENO.

De conformidad con el contenido del informe policivo (fol. 48 y ss C.O.I.), el comprometido URREGO HIDALGO para demostrar la procedencia lícita de la mercancía, exhibió la factura 0142 del 20 de abril de 1999 sin razón social, sin membrete y a nombre de ALEJANDRO PARRA.

Igualmente, en entrevista ofrecida por URREGO a los policiales que realizaron el operativo (fol. 51 C.O.I), manifestó que autorizó a MISAEL CHICUE administrador del almacén PRECAR LTDA de su propiedad en la ciudad de Cali, para adquirir la mercancía que le había ofrecido un vendedor de nombre VICTOR HUGO TORRES FRANCO (el otro procesado), persona ésta ampliamente conocida en el comercio por parte de MISAEL CHICUE y quien a su vez le estaba ayudando a JOSE LUIS SUAREZ a comercializar esos repuestos.

Hasta aquí los datos fácticos y probatorios que sirven para involucrar; ahora miremos lo trascendente de esa información procesal a la luz de las disposiciones penales:

El punto de partida esencial para la verificación del punible, lo constituye la evidencia incontrastable de estarse frente a una mercancía hurtada (repuestos importados para automotores). Eso es un dato cierto en la investigación, como quiera que existe constancia acerca de la denuncia formulada por el conductor del vehículo en donde la mercancía se transportaba, ratificada por el directo ofendido quien luego de superar el trámite de importación al país, padeció los efectos patrimoniales de esa sustracción en modalidad de “piratería terrestre” cuando era transportada a su destino final (Bogotá). A ese apoderamiento se siguió la recuperación parcial de los citados elementos, los cuales permanecían guardados en una bodega dispuestos para su comercialización ilegítima con un empaque diferente al original.

El compromiso de ambos acusados es directo, como quiera que fueron las personas que gestionaron en nombre propio o por interpuesta persona su negociación al margen de las regulaciones propias del mercado. El material no llegó a manos de URREGO HIDALGO en forma casual, sino por entrega hecha en condiciones irregulares de parte del otro coprocesado VICTOR HUGO TORRES.

No obstante la negativa a reconocer la autoría en un delito contra la correcta impartición de Justicia, es lo cierto que los elementos estructurantes de este punible están dados en el caso concreto. A saber:

Una secuencia de la legislación que ha regulado este ilícito, nos enseña: artículo 200 del Código Penal de 1936; Código Penal de 1980, artículo 177; Ley 190 de 1995, artículo 31; Ley 228 de 1996, artículo 9º; Ley 365 de 1997, artículo 7º; y, Ley 599 de 2000 artículo 447, con las modificaciones introducidas por la Ley 813 de 2003
 y el aumento de pena consagrado en la Ley 890 de 2004, artículo 14. 

La norma vigente para el momento de los hechos, que como se recordará tiene como referente el momento en que los aquí justiciables entraron en poder de esta mercancía –a principios de 1999-, es el original artículo 177 del Decreto Ley 100 de 1980 con la modificación introducida por el artículo 7º de la Ley 365 de 1997, que prescribía: “El que sin haber tomado parte en la ejecución de un delito adquiera, posea, convierta o transmita bienes muebles o inmuebles, que tengan su origen mediato o inmediato en un delito, o realice cualquier otro acto para ocultar o encubrir su origen ilícito, incurrirá en pena de prisión de uno (1) a cinco (5) años y multa de cinco (5) a quinientos (500) s.m.l.m.v.”; disposición llamada a regular el asunto por favorabilidad ultraactiva dado que las posteriores reformas no sólo ampliaron los eventos típicos objeto de sanción, sino que las penas se hicieron más severas para los responsables de esa clase de comportamientos al margen de la ley. 

Aquí se tiene claro que: (i) existen sujetos determinados como coautores materiales de la conducta, sin que se requiera calidad o condición especial. Son personas mayores de edad e imputables; (ii) se descartan como autores o copartícipes de la conducta punible inicial -hurto-, pues no existe prueba a ese respecto
; (iii) hubo una acción prohibida, por cuanto la disposición censura a quien adquiera, posea, convierta o transfiera bienes muebles o inmuebles, que tengan su origen mediato o inmediato en un delito, o se realice cualquier otro acto para ocultar o encubrir su origen ilícito; y aquí se supo que URREGO HIDALGO estaba en posesión injustificada de una mercancía que tenía origen ilícito. Por demás, no se requiere demostrar condena previa contra terceros por ese delito original
; (iv) se da el ingrediente subjetivo, por haberse realizado la acción con conocimiento de causa, según se desprende de lo que más adelante se dirá, es decir, que el o los involucrados conocían o debían conocer la procedencia delictiva del bien o existía de su parte la motivación de ocultar o encubrir su origen ilícito.

Por fuera de todo ello, hay que recordar que se trata de un delito de mera conducta, formal o de ejecución instantánea, en el cual no hay lugar a probar un resultado específico más allá de la realización de uno cualquiera de los supuestos típicos; ni existen beneficios por reparación integral del daño causado, toda vez que el bien jurídico que se pretende proteger es de orden institucional

En cuanto a la competencia territorial, por haber sido el lugar de la apropiación uno diferente al de la recuperación por la acción atribuida al aquí procesado, corresponde recordar que el delito de receptación no está ligado al lugar donde se hallaba el objeto material del hurto al momento de su realización, sino al sitio donde se adquieren, reciben u ocultan los objetos provenientes de dicha conducta delictiva.

En el presente asunto existe aceptación de estar en posesión de bienes muebles que tenían su origen inmediato en un delito de hurto, pero se enfatiza en que nada se tenía que ver con el comportamiento atentatorio del patrimonio económico ajeno
. Hasta aquí, se tendría simplemente una condición objetiva para atribuir receptación; sin embargo, el asunto adquiere relevancia punible cuando se sabe que esa posesión es totalmente injustificada y en ese sentido surgen indicios en contra que pregonan el conocimiento acerca de la procedencia ilegítima y el deseo de ocultar el verdadero origen. Así lo aseguramos por lo siguiente:
El señor LUIS EMILIO URREGO HIDALGO nos dice que autorizó a su administrador CHICUE para la compra de esa mercancía, y que si bien detectó inconsistencias en la factura enviada, recibió la mercancía confiado en que durante los próximos días le enviarían la factura original.     

Por su parte, el administrador MISAEL CHICUE adujo que VICTOR HUGO TORRES FRANCO, persona conocida en el medio, lo llamó a ofrecerle la mercancía que porque se la estaba ayudando a vender a un amigo de nombre JOSE LUIS SUAREZ propietario del almacén RENOSITA en la ciudad de Bucaramanga.

A su turno, VICTOR HUGO TORRES FRANCO (fol. 180 C.O.I) afirmó que JOSÉ LUIS SUAREZ LUNA le preguntó si conocía a alguien que comercializara con esa mercancía y por eso llamó a MISAEL a la ciudad de Cali; reconoció igualmente que fue él -TORRES FRANCO- quien elaboró la factura 0142 porque SUAREZ “tenía letra fea”, y que escribió en ella el nombre de ALEJANDRO PARRA con número de cédula (datos que sabía eran ficticios como lo reconoció en su injurada) por el simple hecho de que SUAREZ así se lo indicó, argumentando que debía ser de esa manera porque la venta se realizaba sin IVA.

La Fiscalía intentó vincular al proceso a JOSE LUIS SUAREZ, de quien TORRES FRANCO suministró datos de su lugar de domicilio en la ciudad de Bucaramanga; sin embargo, pese a los intentos del ente acusador por lograr su comparecencia al proceso, esta no fue posible y se le declaró persona ausente. 

Mirado en conjunto el acervo probatorio, como corresponde, esto es, tanto lo que sirve para acusar como lo que se ha ofrecido como excusa para intentar justificar la ilicitud, encontramos:

En primer término, es totalmente cuestionable la conducta asumida por URREGO HIDALGO, persona sabedora de los pormenores que rodean este tipo de trámites, cuando habiendo detectado la irregularidad en la procedencia de la mercancía de las condiciones que ostenta la que es objeto de análisis y que se decidió a adquirir precisamente para la reventa (sin factura, sin membrete, sin IVA y con el nombre de una persona desconocida para él), cuando no obstante percatarse de semejantes anomalías autorizó el ingreso de la mercancía a su almacén y procedió a comercializarla sin contar con la debida factura y sin el correspondiente trámite de Nacionalización como era lo pertinente en una mercancía que se sabía era importada. Y lo que es peor, en orden a pregonar su culpabilidad a título doloso, le cambió los empaques originales para así poder negociarla sin que fuera reconocida. 
No se trata aquí de un ciudadano del común que compra de repente una mercancía que se le ofrece a buen precio y quiere sacar una ganancia ocasional. En realidad, estamos en presencia de personas avezadas en el mundo del comercio en consideración a una amplia experiencia en ese medio.
Tampoco estamos hablando de cualquier mercancía, sino de una con características bien singulares, pues se trata de repuestos importados para vehículos viejos, esto es, partes que poseen rasgos particulares para una clientela seleccionada. Se confirmó que fue el único envío a Colombia durante ese último año de este tipo de material, en consecuencia, resultaba algo inconfundible para quien tuviera mediano entendimiento en esta rama del comercio.
No hay lugar a pensar que URREGO HIDALDO hubiese actuado en forma desprevenida, ingenua o inocente, porque si como lo afirmamos, el simple hecho de recibir estos elementos en las condiciones anunciadas ya pone en entredicho su desconocimiento de un origen irregular; lo que definitivamente impide cualquier conclusión diferente a la adoptada en primera instancia, es el hecho llamativo de no haber tenido inconveniente en tomarse la molestia de disponer que se comercializara en su almacén cambiando los empaques originales, actuación que sólo tiene como explicación el fin de ocultar de su verdadera procedencia. 
De por medio está la malicia en procura de evitar que los verdaderos propietarios pudieran detectarla fácilmente dada su exclusividad. Al punto es importante destacar que al ponérsele de presente las fotografías tomadas a la mercancía que le fue vendida por él a algunos clientes enviados por la señora CLAUDIA, y al preguntársele por qué el cambio de empaques, adujo incomprensiblemente que “la mercancía había llegado suelta y que él la tenía que empacar en otras cajas para poderla vender”. Se advierte sobre este particular, que la mercancía no se canceló según lo informó MISAEL CHICUE administrador del almacén de Cali, y aún así URREGO HIDALGO comenzó a venderla, cuando lo correcto era su devolución desde el momento mismo en que la recibió percatándose de las condiciones en que había llegado (le dijo a su administrador que la factura venía sin membrete y que “en esas condiciones no podía pagarla”).
Con respeto a VICTOR HUGO TORRES FRANCO, surgen las mismas premisas comprometedoras ya anunciadas en la persona de LUIS EMILIO URREGO, por cuanto se decidió a buscar la mejor forma de comercializar una mercancía que se sabía de procedencia irregular; pero además, se le debe abonar como prueba indicativa de responsabilidad, el haber elaborado esa factura en la forma en que lo hizo, según él, “por orden de JOSE LUIS”, cuando era consciente que estaba haciendo algo malo al ocultar al  verdadero dueño de los repuestos, por la inatendible explicación que así debía hacerse porque no tenía IVA.

Así tenemos que: Si en efecto se dio la importación de unos repuestos para vehículos con exclusividad para la empresa AUTO ESPAÑA de propiedad del aquí afectado. Si se sabe que fue la única importación de esas piezas específicas en el mercado y debidamente identificadas por sus dueños. Si se logró la recuperación de parte de ese material en las condiciones ya referidas. Si la supuesta contratación que sobre la misma realizaron los aquí involucrados, se encuentra rodeada de sustanciales incógnitas que no se pudieron dilucidar, principalmente por una mala explicación y de un inapropiado proceder de parte de quien tenía el deber de ofrecer respuestas razonables y cumplir con ciertos cánones que rigen la costumbre comercial en tratándose de este tipo de mercancía importada. Si no hay nada que justifique la adquisición y reventa de esos elementos en tan particulares condiciones y sin contar con los documentos en regla como era lo esperado, entonces la única determinación sana en lógica es la imposición de condena en los términos en que lo hizo el funcionaria del conocimiento.
Por lo dicho, la sentencia de condena debe confirmarse en su integridad.
8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Bogotá D.C., objeto de revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
             JOHEL DARIO TREJOS LONDOÑO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

� Visible a fls. 242-251 C.O.I.


� Resolución visible a fls. 1-7 del C.O. de Segunda Instancia.


� Providencia visible a fls. 102-123 C.O.II.


� Memorial recurrente que obra a fls. 132-135 C.O.II.


� Se introdujo un inciso en el que se estableció: “Si la conducta se realiza sobre medio motorizado, o sus partes esenciales, o sobre mercancía o combustible que se lleve en ellos, la pena será de cuatro (4) a ocho (8) años de prisión y multa de cinco (5) a quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes.


� C.S.J., Sentencia de 9 de Junio de 2004, proceso 22405, M.P. PULIDO BARÓN.


� Criterio utilizado para explicar la receptación por encubrimiento (testaferrato). Cfr. Corte Suprema de Justicia, sentencia de 8 de Septiembre de 2004, proceso 20.249, M.P. SOLARTE PORTILLA.


� C.S.J., Sentencia de 29 de Octubre de 1996, proceso 10.242, M.P. CÓRDOBA PROVEDA.


� C.S.J., Sentencia de 9 de Junio de 2004, proceso 22.405, M.P. PULIDO DE BARÓN.


� C.S.J., Sentencia de 6 de Julio de 1999, proceso 15.923, M.P. MEJÍA ESCOBAR.
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